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Barresi Ramos, juez ponente  
 

S E N T E N C I A  
  

En San Juan, Puerto Rico, hoy día 12 de agosto de 2024. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, el señor MÁXIMO 

FELICIANO FIGUEROA (señor FELICIANO FIGUEROA) mediante Recurso de 

Apelación incoado el 16 de octubre de 2023. En su escrito, nos solicita que 

revisemos la Sentencia emitida el 7 de agosto de 2023 por el Tribunal de 

Primera Instancia (TPI), Sala Superior de Fajardo.1 La antedicha Sentencia 

decretó la desestimación de la Demanda de Impugnación de Confiscación por 

haber transcurrido en exceso el término dispuesto para el diligenciamiento 

del emplazamiento. 

Exponemos el trasfondo fáctico y procesal que acompañan a la 

presente controversia. 

 

 
1 Este dictamen judicial fue notificado y archivado en autos el 10 de agosto de 2023. Apéndice 
del Recurso de Apelación, págs. 11-15. 
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- I - 

El 14 de junio de 2023, el señor FELICIANO FIGUEROA entabló una 

Demanda de Impugnación de Confiscación y presentó Moción Solicitando 

Expedición de Emplazamiento acompañada de los proyectos de 

emplazamiento dirigidos al DEPARTAMENTO DE JUSTICIA y NEGOCIADO DE LA 

POLICÍA.2 Adujo, en su reclamación, que la confiscación era nula e ilegal por 

no habérsele notificado la misma dentro del término jurisdiccional que 

establece la Ley Uniforme de Confiscaciones de 2011, infra.3 Ese mismo día, se 

expidieron los emplazamientos dirigidos al DEPARTAMENTO DE JUSTICIA y 

NEGOCIADO DE LA POLICÍA.4  

Después, el 16 de junio de 2023, el señor FELICIANO FIGUEROA presentó 

una Moción Informativa Sometiendo Diligenciamiento de Emplazamiento 

acompañada de los emplazamientos dirigidos al DEPARTAMENTO DE JUSTICIA 

y NEGOCIADO DE LA POLICÍA que fuesen diligenciados en esa misma fecha.5 

Ese día, el foro primario dictó Orden advirtiendo que no se presentaron los 

emplazamientos dirigidos al GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE 

ASOCIADO DE PUERTO RICO) ni al AGENTE FULANO DE TAL, así como que el 

término para diligenciar los emplazamientos comenzó a decursar el 14 de 

junio de 2023. Además, en otra Orden, se concedió un plazo de veinte (20) 

días para presentar toda la prueba concerniente al título de la propiedad 

ocupada y la carta de notificación.6  

El 23 de junio de 2023, el señor FELICIANO FIGUEROA presentó Moción 

en Solicitud de Corrección de Emplazamiento y Expedir los Mismos 

acompañada de los emplazamientos dirigidos al GOBIERNO DE PUERTO RICO 

(ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO), representado por el Secretario de 

 
2 Apéndice del Recurso de Apelación, págs. 16- 19 y 20- 21. 
3 Íd., (incisos 8- 13) págs. 17- 18. 
4 Íd., págs. 22- 25. 
5 Entrada núm. 5 del expediente electrónico del Sistema Unificado de Manejo y 
Administración de Casos (SUMAC). 
6 Entradas núm. 6 y 7 del expediente electrónico del Sistema Unificado de Manejo y 
Administración de Casos (SUMAC). 
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Justicia, Hon. Domingo Emanuelli Hernández; y SGTO. ÁNGEL A. REYES 

AGOSTO.7  

Posteriormente, el 26 de junio de 2023, el señor FELICIANO FIGUEROA 

presentó Moción Corregida con Relación a Fulano de Tal y Sometiendo 

Emplazamiento.8 El mismo día, se emitieron Órdenes recordando que el 

período para emplazar había comenzado a decursar desde el 14 de junio de 

2023 y los emplazamientos no estaban conforme a la Ley.9 Asimismo, se 

expidió emplazamiento dirigido a FULANO DE TAL. 

El 29 de junio de 2023, el señor FELICIANO FIGUEROA presentó una 

Segunda Moción en Solicitud que se Expida Emplazamiento al Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico.10 Al día siguiente, el 30 de junio de 2023, el foro 

primario intimó Orden expresando que los emplazamientos contienen un 

término erróneo conforme el Art. 15 de la Ley 119-2011, infra. A pesar de ello, 

ese mismo día, se tramitaron nuevamente los emplazamientos dirigidos al 

GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO); 

DEPARTAMENTO DE JUSTICIA; y al SGTO. ÁNGEL A. REYES AGOSTO.   

Entonces, el 7 de julio de 2023, el señor FELICIANO FIGUEROA presentó 

la Moción en Cumplimiento de Orden y Sometiendo Emplazamientos 

Diligenciados.11 Junto con este escrito, acompañó: el emplazamiento dirigido 

al GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO) 

diligenciado el 5 de julio de 2023; y el emplazamiento dirigido al SGTO. ÁNGEL 

A. REYES AGOSTO diligenciado el 7 de julio de 2023. 

El 17 de julio de 2023, el GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE 

ASOCIADO DE PUERTO RICO), por conducto de la Oficina del Procurador 

General de Puerto Rico, presentó su Comparecencia Especial en Solicitud de 

 
7 Entrada núm. 9 del expediente electrónico del Sistema Unificado de Manejo y 
Administración de Casos (SUMAC). 
8 Entrada núm. 10 del expediente electrónico del Sistema Unificado de Manejo y 
Administración de Casos (SUMAC). 
9 Entradas núm. 11 y 12 del expediente electrónico del Sistema Unificado de Manejo y 
Administración de Casos (SUMAC). 
10 Entrada núm. 14 del expediente electrónico del Sistema Unificado de Manejo y 
Administración de Casos (SUMAC). 
11 Entrada núm. 19 del expediente electrónico del Sistema Unificado de Manejo y 
Administración de Casos (SUMAC). 
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Desestimación.12 En esencia, adujo que las partes codemandadas no habían 

sido emplazadas conforme a los postulados de la Regla 4 de las de 

Procedimiento Civil de 2009; y en consonancia con la Regla 10.2 de las de 

Procedimiento Civil de 2009, solicitó la desestimación del pleito por la falta 

de jurisdicción sobre la persona e insuficiencia del diligenciamiento del 

emplazamiento dirigida al GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE 

ASOCIADO DE PUERTO RICO). El 18 de julio de 2023, se dictaminó Orden en la 

cual se concedió el término de veinte (20) días para exponer su posición al 

señor FELICIANO FIGUEROA. Luego de unas prórrogas, el 7 de agosto de 2023, 

el señor FELICIANO FIGUEROA presentó su Oposición a Comparecencia 

Especial en Solicitud de Desestimación alegando que se emplazó al GOBIERNO 

DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO), lo cual fue 

expuesto por la emplazadora al dorso del documento; y el tribunal tiene 

jurisdicción sobre el GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE 

PUERTO RICO).13  

Así las cosas, el 10 de agosto de 2023, el tribunal a quo pronunció la 

Sentencia apelada. Acto seguido, el 22 de agosto de 2023, el señor FELICIANO 

FIGUEROA presentó una Moción de Reconsideración.14 El 15 de septiembre de 

2023, el tribunal primario prescribió Resolución declarando no ha lugar la 

solicitud de reconsideración.15 

Inconforme con esta determinación del foro apelado, el 16 de octubre 

de 2023, el señor FELICIANO FIGUEROA acudió ante este tribunal revisor 

mediante Recurso de Apelación señalando el(los) siguiente(s) error(es): 

El Honorable Tribunal de Instancia erró al declarar [C]on Lugar 
la desestimación en la demanda de impugnación contra la 
parte apelada al indicar que el emplazamiento contra el Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico no se hizo conforme a derecho. 

 
El 19 de octubre de 2023, dispusimos Resolución en la cual, entre otras 

cosas, concedimos un plazo perentorio de treinta (30) días para presentar 

 
12 Apéndice del Recurso de Apelación, págs. 30- 35. 
13 Apéndice del Recurso de Apelación, págs. 36- 39. 
14 Íd., págs. 40- 46. 
15 Dicha decisión fue notificada y archivada en autos el 15 de septiembre de 2023. Íd., pág. 16. 
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alegato(s) en oposición. El 1 de diciembre de 2023, el GOBIERNO DE PUERTO 

RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO), por conducto de la Oficina 

del Procurador General de Puerto Rico, presentó su Alegato del Estado. 

Evaluado concienzudamente el expediente del caso y contando con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, nos encontramos en posición 

de adjudicar. Puntualizamos las normas de derecho pertinentes a las (s) 

controversia(s) planteada(s). 

- II - 

- A - 

“La confiscación es un acto que realiza el Estado […] que consiste en 

ocupar e investirse de todo derecho de propiedad sobre cualesquiera bienes 

que hayan sido utilizados en la comisión de [determinados] delitos”.16 La Ley 

Uniforme de Confiscaciones de 2011, según enmendada, instituye las normas 

que rigen tanto el procedimiento de incautación como el de su impugnación 

por el ciudadano afectado.17 El proceso de confiscación opera de forma 

independiente de cualquier acción penal, administrativo o cualquier otro que 

pudiera iniciarse en conexión con los hechos que dieron paso a la 

apropiación. Así surge claramente de su Exposición de Motivos: 

En nuestra jurisdicción, la confiscación es una acción civil o in 
rem, distinta y separada de cualquier acción in personam. La 
confiscación que lleva a cabo el Estado se basa en la ficción legal 
de que la cosa es la ofensora primaria. El procedimiento in rem 
tiene existencia independiente del procedimiento penal de 
naturaleza in personam, y no queda afectado en modo alguno por 
éste. Los procedimientos de confiscación civil pueden llevarse a 
cabo y culminarse antes de que se acuse, se declare culpable o se 
absuelva al acusado. Incluso, pueden llevarse aun cuando no se 
haya presentado ningún cargo. Esto debido a que la acción civil se 
dirige contra la cosa en sí misma, en general, la culpabilidad o 
inocencia del propietario es irrelevante en cuanto a la procedencia 
o no de la confiscación civil. 

  
Nuestro Alto Foro ha resuelto que, la confiscación de un vehículo de 

motor constituye una privación a la propiedad que obliga al Estado a cumplir 

 
16 Coop. Seg. Múlt. et als. v. ELA et al., 209 DPR 796, 804 (2022); Reliable Financial v. ELA, 197 
DPR 289, 296 (2017); Flores Pérez v. ELA, 195 DPR 137, 146 (2016), citando a Doble Seis Sport 
v. Depto. Hacienda, 190 DPR 763, 784 (2014); Díaz Ramos v. E.L.A. y otros, 174 DPR 194, 202 
(2008); Cooperativa v. ELA, 159 DPR 37, 43 (2003). 
17 Ley Núm. 119 de 12 de julio de 2011, según enmendada. 34 LPRA secc. 1724-1724w. 
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con las garantías mínimas del debido proceso de ley.18 Para que la ocupación 

de la propiedad se haga conforme a la ley, es requisito jurisdiccional la 

notificación de la confiscación y la tasación del bien ocupado. Dicha 

exigencia cumple con el propósito de salvaguardar los derechos de las partes 

interesadas en la propiedad confiscada, de modo que tengan la oportunidad 

para presentar sus defensas.19  

Ante ello, el Artículo 13 de la Ley Uniforme de Confiscaciones de 2011 

implanta el procedimiento de notificación, una vez el Estado lleva a cabo la 

confiscación de bienes. En lo pertinente, expresa: 

El Director Administrativo de la Junta notificará la confiscación y 
la tasación de la propiedad confiscada a las siguientes personas: 
[…] 
c) en los casos de vehículos de motor, se notificará, además, 
al dueño, según consta en el Registro de Vehículos del 
Departamento de Transportación y Obras Públicas y al 
acreedor condicional que a la fecha de la ocupación tenga su 
contrato inscrito; 
[…] 
Toda confiscación se notificará por correo certificado 
dentro de un término jurisdiccional de treinta (30) días, 
siguientes a la fecha de la ocupación física de los bienes. La 
notificación se hará a la dirección conocida del alegado 
dueño, encargado o persona con derecho o interés en la 
propiedad, según consta del expediente de la confiscación. 
(Énfasis suplido).20 

 
En reiteradas ocasiones, nuestra Alta Curia ha determinado que el 

incumplimiento con el requisito de notificación conlleva la nulidad de 

la confiscación.21 Ello puesto que, el deber del Estado de notificar a las partes 

con interés y/o afectadas por la confiscación es un requisito fundamental del 

debido proceso de ley.22 

Cuando el Estado incumple con los requisitos de la Ley Uniforme de 

Confiscaciones de 2011, la persona afectada por la apropiación tiene el remedio 

de impugnar su validez. En concordancia, se ha pronunciado que “[a]nte esta 

intervención del Estado con la propiedad de los ciudadanos y el derecho 

 
18 Reliable Financial v. ELA, supra, pág. 297; Doble Seis Sport v. Depto. Hacienda, supra, pág. 
789; Santiago v. Supte. Policía de P.R., 151 DPR 511, 515 (2000). 
19 Reliable Financial v. ELA, supra, pág. 298; Reliable v. Dpto. Justicia y ELA, 195 DPR 917, 925 
(2016). 
20 34 LPRA secc. 1724j. 
21 Reliable v. Dpto. Justicia y ELA, supra, pág. 925, citando a Coop. Seguros Múltiples v. Srio. 
de Hacienda, 118 DPR 115, 118 (1986). 
22 Reliable v. Dpto. Justicia y ELA, supra; First Bank v. E.L.A., 164 DPR 835, 853 (2005). 
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constitucional que les asiste a no ser privados de sus bienes sin un debido 

proceso de ley, la legislación vigente contiene una serie de disposiciones 

dirigidas a garantizar que aquellas personas con interés en la propiedad 

confiscada puedan impugnar en los tribunales el proceso de confiscación 

mediante una demanda civil”.23  

Por otro lado, el Artículo 15 de la Ley 119-2011 dispone que, se 

presumirá la legalidad y corrección de la confiscación independientemente 

de cualquier otro caso penal, administrativo o cualquier otro procedimiento 

relacionado a los mismos hechos, teniendo la parte demandante el peso de la 

prueba para derrotar la legalidad de la confiscación.24 En concomitancia con 

lo anterior, el referido Artículo instaura lo requerido a la persona afectada 

para incoar su reclamo. En lo pertinente expresa que:  

Las personas notificadas, según lo dispuesto en esta Ley y 
que demuestren ser dueños de la propiedad, podrán 
impugnar la confiscación dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la fecha en que se reciba la notificación, 
mediante la radicación de una demanda contra el Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico, y el funcionario que autorizó la 
ocupación, debiéndose emplazar al Secretario de Justicia dentro 
de los quince (15) días siguientes a la fecha en que se presentó la 
demanda. En aquellos casos que la notificación sea devuelta, los 
términos indicados comenzarán a computarse desde que la 
referida notificación sea recibida por el Departamento de Justicia. 
Estos términos son jurisdiccionales. El Secretario de Justicia 
representará al Estado Libre Asociado de Puerto Rico en todos los 
casos de impugnación de confiscación y formulará sus alegaciones 
dentro de los treinta (30) días de haber sido emplazado. La 
demanda deberá radicarse en la sala correspondiente del Tribunal 
de Primera Instancia, Sala Superior. El Tribunal tramitará estas 
demandas de manera expedita y los procedimientos se celebrarán 
sin sujeción a calendario.25 (Énfasis nuestro). 

 
Es menester destacar que, los términos jurisdiccionales se distinguen 

por ser fatales, improrrogables e insubsanables.26 Por tanto, cuando un 

tribunal se enfrenta al desempeño tardío de una exigencia de naturaleza 

jurisdiccional, no le queda otra opción que desestimar el recurso.27 La 

 
23 CSMPR et al. v. ELA, 196 DPR 639, 645 (2016). 
24 34 LPRA secc. 1724l. 
25 Íd. 
26 Reliable Financial v. ELA, supra, pág. 310; Rosario Domínguez et als v. ELA et al., 198 DPR 
197, 208-209 (2017); Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1, 7 (2000); véase, además, 
Toro Rivera et als. v. ELA et al., 194 DPR 393, 414-415 (2015); Soto Pino v. Uno Radio Group, 
189 DPR 84, 92 (2013); Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239, 252-253 (2012). 
27 Reliable Financial v. ELA, supra. 
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jurisprudencia ha implantado que, dado a las consecuencias fatales que 

acarrea el determinar que un término es de naturaleza jurisdiccional, debe 

surgir claramente la intención del legislador de imponerle esa característica 

al plazo.28 Si el texto de la ley es claro y libre de toda ambigüedad, la propia 

redacción es la mejor expresión de la intención legislativa.29  

- III - 

En su único señalamiento de error, el señor FELICIANO FIGUEROA 

arguyó que, incidió el foro apelado al desestimar la Demanda de Impugnación 

de Confiscación por, alegadamente, no haber diligenciado el emplazamiento 

dirigido al GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO 

RICO) conforme a derecho. En su Recurso de Apelación, razonó que, al 

emplazar al DEPARTAMENTO DE JUSTICIA, el tribunal adquirió jurisdicción 

sobre el GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO 

RICO). Arguyó, además, que, el término para diligenciar el emplazamiento 

del GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO) 

comenzó a discurrir el 27 de junio de 2023, y no el 14 de junio de 2023 como 

sostuvo la primera instancia judicial. Veamos.  

El Recurso de Apelación está acompañado de copia de la Demanda de 

Impugnación de Confiscación en la cual el señor FELICIANO FIGUEROA planteó 

que la confiscación y/u ocupación era nula e ilegal por no haberse cumplido 

con la notificación dentro del término jurisdiccional.30 En el Alegato del 

Estado, el mismo GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE 

PUERTO RICO) admitió no haber notificado sobre la confiscación y tasación 

al señor FELICIANO FIGUEROA.31 

Al examinar minuciosamente el expediente apelativo, notamos que, el 

 
28 Con. Tit. 76 Kings Court v. MAPFRE, 208 DPR 1018, 1027 (2022); Cruz Parrilla v. Depto. 
Vivienda, 184 DPR 393, 403-404 (2012); J. Directores v. Ramos, 157 DPR 818, 823 (2002); 
Lagares v. E.L.A., 144 DPR 601, 615 (1997); véase, además, Rosario Domínguez et als. v. ELA et 
al., 198 DPR 197, 209 (2017). 
29 Shell v. Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 124 (2012); Soc. Asist. Leg. v. Ciencias Forenses, 179 
DPR 849, 862 (2010). 
30 Véase el inciso 13 de la Demanda de Impugnación de Confiscación, Apéndice del Recurso de 
Apelación, pág. 18. 
31 Véase Alegato del Estado, págs. 2 y 10- 12. 
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GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO) no 

cumplió con el requisito de notificación, según dispuesto en el Artículo 13 de 

la Ley Uniforme de Confiscaciones de 2011. Esto es, el 26 de febrero de 2023, se 

realizó la confiscación del vehículo de motor todoterreno. A tales efectos, el 

GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO) tenía 

la obligación de notificar sobre la confiscación y tasación dentro de los treinta 

(30) días siguientes a la fecha de la ocupación física del vehículo al señor 

FELICIANO FIGUEROA; a saber, debió efectuar la comunicación en o antes de 

28 de marzo de 2023. Empero, el GOBIERNO DE PUERTO RICO (ESTADO LIBRE 

ASOCIADO DE PUERTO RICO) no cumplió con el requisito de notificación y 

tasación que exige la precitada Ley, la cual establece un término de carácter 

jurisdiccional.  

Es sabido que, la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico dispone que, ninguna persona podrá ser privada de su propiedad sin el 

debido proceso de ley.32 Ante ello, y como bien reseñáramos, cuando el 

Estado interviene con la propiedad de un ciudadano, este tiene el deber de 

cumplir con ciertas exigencias. En el caso de confiscaciones de vehículos de 

motor, para que la misma sea válida deberá cumplirse con el requisito de 

notificación, y su incumplimiento conllevará la nulidad de la confiscación. 

En el caso ante nos, la falta de notificación por parte del GOBIERNO DE 

PUERTO RICO (ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO) incide con el 

proceso de impugnación de confiscación. El tribunal primario no debió 

ignorar que existe una obligación estatutaria de notificar sobre la 

confiscación y tasación a la parte afectada. Ante la ausencia o falta de 

notificación, la confiscación es nula y procede decretar su inexistencia. Ello 

pese a que el señor FELICIANO FIGUEROA no haya cumplido con el término 

jurisdiccional para diligenciar el emplazamiento. Por consiguiente, es forzoso 

colegir que la confiscación en cuestión es nula. 

 

 
32 1 LPRA Art. II § 7. 
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- IV - 

Por los fundamentos expuestos, revocamos la Sentencia decretada el 

7 de agosto de 2023 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Fajardo. Al amparo del Artículo 13 de la Ley Uniforme de Confiscaciones de 

2011, declaramos ha lugar la Demanda de Impugnación de Confiscación y nula 

la confiscación del vehículo de motor todoterreno Yamaha modelo Banshee 

350, por no haberse efectuado la notificación y tasación dentro del término 

jurisdiccional de treinta (30) días, siguientes a la fecha de la ocupación 

física de los bienes.33 En consecuencia, se ordena la devolución del vehículo 

de motor todoterreno.  

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones. 

La Jueza Santiago Calderón disiente sin opinión escrita.  

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
33 34 LPRA § 1724j. 


